
VERSIÓN PÚBLICA DE OPINIÓN PARTICULAR 

OBSERVACIÓN PARTICULAR que formula el magistrado LUIS EFRÉN 

RÍOS VEGA sobre la primera sesión del año de la Sala Colegiada Penal 
(2021) 
 

 
Con base en el artículo 9º de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

del Estado de Coahuila de Zaragoza, razono mi «opinión disidente» 
sobre la elección de la Presidencia de la Sala Colegiada Penal en la 
primera sesión ordinaria del año, a partir del siguiente esquema: 

 
Sumario. I. Cuestión disidente. II. La primera sesión ordinaria de la Sala 
Penal. III. La función de la presidencia. 

 
I. CUESTIÓN DISIDENTE 

 
1. Con absoluto respeto a la mayoría de la Sala Colegiada 

Penal de este Tribunal Superior de Justicia, me permito formular 
observaciones disidentes de la primera sesión ordinaria celebrada el 
viernes 8 de enero de 2021, a partir de dos consideraciones: 

 
a) La forma legal que se debe observar para la primera sesión 

ordinaria de la Sala para designar su presidencia, 
principalmente. 

 
b) La función de la presidencia de la Sala conforme a la ley. 

 
 2. Estas observaciones tienen por objeto describir algunas 
discrepancias que, a mi juicio, son relevantes para el funcionamiento 
legal, funcional y eficaz de nuestro cuerpo colegiado.  
 

II. LA PRIMERA SESIÓN ORDINARIA DE LA SALA PENAL 
 
 3. En la última sesión de la Sala del 2020, a propuesta de la 
presidencia, acordamos por unanimidad llevar a cabo la primera sesión 
ordinaria del 2021 para el martes 12 de enero, a efecto de cumplir con 
lo previsto en el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del 
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Estado, en especial para designar la presidencia de la Sala y tomar los 
acuerdos legales de inicio del período ordinario de sesiones conforme 
al calendario aprobado por el Pleno de este Tribunal. 
 
 4. Esta fecha previamente acordada por la Sala Penal, sin 
duda, puede modificarse por acuerdo de la misma, pero debe seguir 
una mínima formalidad legal, un motivo que lo justifique y su debida 
publicidad. En el caso concreto, la presidencia de esta Sala no llevó a 
cabo la formalidad legal para hacer la convocatoria de una nueva sesión 
ordinaria con un plazo razonable de citación, porque ni siquiera 
notificó legalmente a esta ponencia el cambio de esta nueva fecha ni 
tampoco su acuerdo que lo justificara. 
 
 5. En la sesión ordinaria de esta Sala de fecha 8 de enero, el 
magistrado presidente, Juan José Yáñez Arreola, señaló, a partir de las 
razones y fundamentos legales que citó, que esa sesión se llevaba a cabo 
porque la Sala Penal debe sesionar en la primera semana de labores de 
este Tribunal, por lo que aclaró que aún cuando la primera sesión 
ordinaria estaba programada con fecha del 12 de enero, la misma se 
tenía que llevar a cabo conforme al acuerdo que esa presidencia emitió 
con fecha 7 de enero del año en curso. 
 
 6. Esta ponencia, sin embargo, no recibió ninguna 
notificación legal ni mucho menos conoce ese acuerdo de fecha 7 de 
enero porque no es público. Luego la más mínima formalidad legal que 
debe seguir una presidencia de esta Sala es notificar sus acuerdos o 
hacerlos públicos. Esta ponencia, por lo tanto, no tiene conocimiento 
legal de ese acuerdo que, por lo menos, debió comunicar por escrito la 
presidencia, por lo que no sé si existe y sí existe no sé su contenido. 
 
 7. Discrepo también de la aclaración del presidente de la Sala 
Penal en el sentido de interpretar que la sesión del 12 de enero es una 
fecha equivocada porque la Sala “debe sesionar por lo menos un día 
hábil de cada semana”, tal como lo establece el artículo 17 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. 
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8. Ello es así, pues no hay ningún error en la fecha del 12 de 
enero que la propia presidencia propuso para la primera sesión del año 
de la Sala Penal, pues el término “semana” en forma gramatical 
significa, conforme al Diccionario de la Real Academia Española, una 
«serie de siete días naturales consecutivos, del lunes al domingo», por 
lo que si ese significado de semana como un “período de días” se asocia 
con el término legal de “día hábil” debe entenderse, en consecuencia, 
que por «semana hábil», para efectos de sesionar esta Sala, implica «un 
«período de cinco días de lunes a viernes, en forma ordinaria» 
conforme al calendario de labores de este Tribunal. 

 
9. Luego si conforme al Pleno de este Tribunal, el calendario 

hábil de labores comenzó el miércoles 6 de enero, el período de la 
semana hábil es atípico porque no es de manera ordinaria de «cinco 
días de lunes a viernes» y, por ende, es válido considerar que este 
período de los cinco días hábiles de una semana se pueden computar, 
en forma excepcional, a partir de ese miércoles (que inicio el primer 
día hábil de labores del año) y terminaría el martes 12 de enero como el 
último día hábil de ese período semanal de cinco días hábiles.  

 
10. En consecuencia, acordar esta Sala Penal su primera sesión 

ordinaria dentro de los primeros cinco días hábiles de iniciar el período 
de labores del Pleno no es, a mi juicio, un error ni tampoco va en contra 
de lo previsto en la ley orgánica que nos rige. Es una propuesta de la 
presidencia que hizo desde el 17 de diciembre de 2020 y que aprobamos 
por unanimidad y que, conforme a esta interpretación de “semana 
hábil (período de cinco días hábiles siguientes al inicio del período de 
sesiones del este Tribunal)”, todos los miembros de esta Sala Penal 
debemos respetar, salvo que exista causa justificada para modificar la 
fecha ya acordada, porque la presidencia no puede ni debe modificar 
unilateralmente las resoluciones de este cuerpo colegiado. 

 
11. Si la presidencia de la Sala, no obstante, quisiera proponer 

un cambio de fecha para sesionar antes del 12 de enero que se había 
acordado por unanimidad, debe seguir una formalidad legal. Una 
convocatoria pública, notificar su acuerdo a los integrantes de esta Sala 
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y con un plazo razonable hacer la citación legal para que los miembros 
de esta Sala tuvieran la oportunidad de asistir a la sesión que para tal 
efecto se convoque. 

 
12. En el caso, la presidencia de la Sala no comunicó ninguna 

convocatoria pública ni tampoco con un plazo, por lo menos de 24 
horas previo a la sesión que convoca, como es el acuerdo 
consetudinario que hemos acordado siempre, pues solo dio aviso en el 
chat del whats app de los magistrados de la Sala Penal, a las 14:48 del 
día 7 de enero, que convocaba para el viernes a las 11 horas la primera 
sesión ordinaria, sin comunicar su acuerdo legalmente ni tampoco 
motivar su propuesta de cambio de fecha que la misma presidencia 
había acordado. 

 
13. Por lo tanto y en virtud de que el suscrito tenía reuniones 

de trabajo fuera de la ciudad de Saltillo el viernes 8 de enero que me 
impedían asistir o comparecer en línea a la sesión programada de 
manera unilateral por la Presidencia, sin motivo justificado ni plazo 
razonable de 24 horas por lo menos, comunique a este cuerpo colegiado 
mi imposibilidad de concurrir a la primera sesión.     

 
14. En consecuencia, me parece que una presidencia no puede 

conducirse de manera informal para modificar una sesión aprobada 
por todos los miembros de esta Sala, menos aún cuando no existe 
ningún error en poder llevar a cabo la primera sesión ordinaria el 12 de 
enero como estaba programada. 

 
15. Me parece, además, que la falta de formalidades de 

publicidad de la citación pueden generar actos de invalidez que en todo 
caso como órgano colegiado deberíamos de cuidar por nuestra 
obligación de respetar la ley que nos rige. 

 
III. LA FUNCIÓN DE LA PRESIDENCIA DE LA SALA 

 
 16. El artículo 20 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
establece las funciones que le corresponden a las presidencias de las 
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salas como la instancia que debe facilitar los trabajos de este cuerpo 
colegiado. 
 
 17. En el caso concreto y durante todo el período que el actual 
presidente de la Sala Penal ha realizado en el 2019 y 2020, es público y 
notorio que en diversas sesiones se han dejado de observar de manera 
diligente diversas funciones que son relevantes para este órgano 
colegiado, tales como dirigir directamente los debates en las sesiones 
porque no lo hace él sino la secretaría de acuerdos y cuando lo hace es 
para limitar lo que los magistrados debemos discutir en los casos en 
forma plural, así como también es nulo el cumplimiento del deber de 
enviar para su publicación la tesis que esta Sala Penal apruebe en sus 
sentencias, para darle certeza a la justicia penal en el estado, así como 
diversas dilaciones en la instrucción de los asuntos de la Sala, entre 
otras cuestiones que he hecho de manera pública en diferentes 
sesiones. 
 
 18. Además, conforme al artículo 19 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, el actual presidente ya fue reelecto por igual período 
en el 2020, ya que, al ser electo para cumplir el período del 2019, los 
integrantes de esta Sala lo elegimos y lo reelegimos para dos períodos 
presidenciales, sin que la ley nos permita elegirlo en una triple ocasión 
a una persona que ya elegimos para un período anterior y otro 
posterior, por lo que como cuerpo colegiado debemos ser estrictos en 
cumplir con la ley. 
 
 19. Pero como la mayoría de esta Sala han dispuesto elegirlo en 
una sesión ordinaria convocada sin publicidad, sin plazo razonable de 
citación legal y sin evaluar en serio la función realizada por la actual 
presidencia, me permito expresar mi posicionamiento discrepante 
porque, incluso, en esta sesión ni siquiera se tiene circulada el acta de 
la sesión anterior que fue la de la designación para su debida 
aprobación, con lo cual se vuelve a confirmar, a mi parecer, la falta de 
formalidad, seriedad y diligencia que esta presidencia tiene en la 
conducción de los trabajos de manera legal que, sin duda, hace un 
funcionamiento inadecuado de esta Sala. 



VERSIÓN PÚBLICA DE OPINIÓN PARTICULAR 

 
 20. En suma, como se trata de una cuestión de cumplimiento 
de deberes legales y no de amistades, expreso mi discrepancia con la 
mayoría de la Sala al designar, a mi juicio, en forma ilegal la actual 
presidencia.  
 
 Por todo lo expuesto, razono mi opinión particular para dejarla 
como anexo de esta sesión pública. 
 
 
 

LUIS EFRÉN RÍOS VEGA 
Magistrado 

 
 

LA LICENCIADA GISEL LUIS OVALLE, HAGO CONSTAR Y CERTIFICO 
QUE, EN LOS TÉRMINOS DE LOS ARTÍCULOS 3, 27, FRACCIÓN I, INCISO 
9, 60 Y 69 DE LA LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA PARA EL 
ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y 3, FRACCIONES X Y XI, 95 DE 
LA LEY DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE 
SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, LA 
PRESENTE CORRESPONDE A LA VERSIÓN PÚBLICA DEL VOTO 
PARTICULAR IDENTIFICADO Y EN EL QUE SE SUPRIME LA 
INFORMACIÓN CONSIDERADA COMO RESERVADA O CONFIDENCIAL. 

 
ESTE DOCUMENTO FUE COTEJADO PREVIAMENTE CON SU ORIGINAL 
POR EL SERVIDOR PÚBLICO QUE ELABORA LA VERSIÓN PÚBLICA. 

 

	


